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I.N.S.S., Gerencia del Fondo Especial, el siguiente 18
de marzo (folios 236 y 241). Posteriormente, el Juzgado
de lo Social en Auto de 30 de abril de 1991, tras aludir
a la integración de la Mutualidad de la Previsión en el
Fondo Especial creado en el seno del I.N.S.S. (razona­
mientos jurídicos primero y segundo), nuevamente acor­
dó remitir testimonio de la Sentencia al recurrente, reci­
bido el día 21 de mayo de 1991 (folio 266).

Anunciado el recurso de suplicación contra la misma
el 27 de mayo de 1991, es claro que se efectuó trans­
currido el plazo de cinco días que prescribe ei art. 191.1
de la L.P.L.. pues ya el 18 de marzo anterior había sido
notificada al Fondo Especial del I.N.S.S. Ciertamente. los
órganos judiciales basaron la extemporaneidad del recur­
so en una consideración errónea -la fecha de notificación
de la Sentencia a la Mutualidad de la Previsión deman­
dada en el procedimiento-. pero carecería de sentido
otorgar un amparo para corregir los posibles desaciertos
contenidos en la fundamentación jurídica de una reso­
lución judicial. que no han sido necesariamente relevan­
tes para el fallo y que en sí mismos no han supuesto
la lesión de un derecho fundamental (SSTC 44/1987
y 309/1993).

En definitiva. la inadmisión del recurso de suplicación
descansa en la aplicación en modo alguno arbitraria o
irrazonable de una causa legal y, por tanto. no se vis­
lumbra una vulneración del art. 24.1 de la C.E.

3. Asimismo, hemos declarado reiteradamente que
en la articulación de los medios de impugnación deben
observarse escrupulosamente los presupuestos y requi­
sitos procesales. en particular cuando se trata de recur­
sos extraordinarios como el de suplicación, pues no res­
ponden al capricho puramente ritual del legislador, sino
a la necesidad de ordenar el proceso a través de ciertas
formalidades objetivas establecidas én garantía de los
derechos e intereses legítimos de las partes intervinien­
tes. Esta exigencia debe. no obstante, cohonestarse con
el principio de proporcionalidad en las sanciones anu­
dables al incumplimiento de dichos requisitos. evitando
cualquier exceso formalista que los convierta. al margen
de su finalidad, en obstáculos que impidan prestar una
tutela judicial efectiva (SSTC 255/1993, 294/1993 y
142/1994. de entre las más recientes).

Desde esta perspectiva, el segundo de los agravios
tampoco es compartible. Como atinadamente observa
el Ministerio Fiscal. la identificación de la resolución que
se pretende impugnar en suplicación' es uno de los ele­
mentos básicos de la fase de anuncio del recurso. en
cuanto permite al Juzgado a qua llevar a cabo el control
de admisibilidad que legalmente le compete, esto es,
verificar si la resolución es o no recurrible y si el anuncio
se ha formulado en tiempo y forma o adolece, por el
contrario, de defectos u omisiones subsanables (art. 192
de la L.P.L.). Una vez proyectado este examen sobre
la resolución formalmente recurrida y adoptada la deci­
sión pertinente, no cabe modi'ficar en una instancia ulte­
rior el acto impugnado. arguyendo haber sufrido un error
en su determinación inicial. sin dañarla regularidad del
procedimiento y los derechos de las demás partes. en
especial el de que adquiera firmeza una resolución judi­
cial favorable (SSTc. 116/1986, 52/1990 y 115/1990).
De otra parte. la muy distinta forma y fechas de las
resoluciones implicadas suministran escasa verosimilitud
a la tesis del error mecanográfico. En fin, las vicisitudes
del proceso tampoco contribuyen a esclarecer el ver­
dadero propósito impugnatorio del recurrente, dado que
la alternativa se centraba entre la Sentencia dictada en
el procedimiento o un auto que en este punto básica­
mente reiteraba el contenido de un anterior proveído
con el que se aquietó.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD OUE LE CONFiERE LA CONSTITUCiÓN
DE lA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Est3do».

Dada en Madrid. a dieciocho de julio de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz Eimil.-José Gabaldón López.-Julio Diego González
Campos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubrica­
dos.

19048 Sala Segunda. Sentencia 222/1994. de 18
de julio de 1994. "Recurso de amparo
1.599/1992. contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Las Palmas. resolutoria de
recurso de apelación contra la del Juzgado
de Primera Instancia núm. 3 de Arrecife de
Lanzarote dictada en proceso de cognición
sobre acción reivindicatoria. Supuesta vulne­
raci6n de! derecho a la tutela judicial efectiva:
congruencia de la Sentencia recurrida.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil, don José Gabaldón López. don Julio Diego
González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magis­
trados. ha pronunci3do

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.599/92, promovido
por don Francisco Díaz Villalba, representado por el Pro­
curador de los Tribunales don Francisco Alvarez del Valle
y García y asistido por el Letrado don Leonardo García
Suárez, contra I¡¡ Sentencia de la Sección Segunda de
la Audiencia Provincial de Las Palmas, de 25 de marzo
de 1992 resolutoria del recurso de apelación planteado
contra lá Sentencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 3 de Arrecife de Lanzarote. de 1 de septiembre
de 1990. dictada en proceso de cognición sobre acción
reivindicatoria. Ha sido parte el Ayuntamiento de Tinaja
(Lanzarote), representado por el Procurador de los Tri­
bunales don José Carlos Caballero Ballesteros y aSistido
del Letrado don J.M. Pavón Ruíz. Ha intervenido el Minis­
terio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Julio
Diego González Campos. quien expresa el parecer de
la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 19 de
junio de 1992. don Francisco Alvarez del Valle y García.
Procurador de los Tribunales, en nombre y represen­
tación de don Francisco Díaz Villalba. interpone recurso
de amparo contra la Sentencia de la Sección Segunda
de la Audiencia Provincial de Las Palmas. de 25 de marzo
de 1992, resolutoria del recurso de apelación planteado
contra la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 3 de Arrecife de Lanzarote. de 1 de septiembre
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de 1990, dictaaa f.¡. pt:':'Ge~,o dé c•.'qfl:;:'::L
reivindicatoria.

2. Los hechos 'Bn !os que ~e funtiamenta 1:: üWTlonda
son, sucintamente eXpuBBtos, ¡os sigUientes:

A) El demandantc, f;n élrnpüro es propietiJfio ch. ;;';)á

finca r¡js~ica cuyos ;i¡ Hit:~rtX; lT0e'tfJ y (k;;~e son leco"! ir ,:-,S
por un muro de piecha f~llC S¡j\18 paf~-:: sfJpararia Ct' ~ln

carrlino de uso públic;.) fl J\vu: tú~";t;nto de linajo, di
pavimentar el camino (~n 1931. ~.'O]! ;-ibó la parte alta del
muro e invadió la cresta del ,1';:"<110. El actor planteó
entonces un proceso f;'8nte (;jj ,t\\'-i.~, .,tanw~nto, solicitanc.1o
que el órgano jurisdicc;on;¡! deda~"'¡ que la finca era
de su pleno dominio. que los linde os de la misma dis­
currían por la cara externa dcl mUlO, por· lo que éste
era de su entera propiedad. y qo" d·".¡ntamiento había
invadido ilegítimamente y de rr.. le. 1, la finca. conde­
nando a éste a entregarle el tn'z0 'nlia::'do. tras reponerlo
a su estado primitivo.

B) El actor señaló como proi.,,'¡'nte el juicio de
menor cuantía. pero ante la implóG",,,;,ún de ésta por
parte del demandado. se avino a cíe,¡"¡1r de la demanda
y a presentarla señalando como procedente el juicio de
cognición. Sin embargo, no se conformó con la impo­
sición de costas por el desistimiento. por estimar que
había actuado de buena fe. y apeló contra este pronun­
ciamiento. De este modo. cuando'"l!¡¡Q{ ei momento de
dictar Sentencia en el proceso de cng,lición. el 1 de
septiembre de 1990. la apelación (;'3 1" ".,mdena en cos­
tas todavía se encontraba pendiente ',i ,iuez de Primera
Instancia núm. 3 de Arrecife eJe L~""arote estimó la
excepción de litispendencia. absolviendo en la instancia
al demandado y condenando en costa~ al actor.

e) El demandante en amparo interpuso entonces
recurso de apelación ante la Audiencia Provincial de Las
Palmas. que estimó que no existía litispendencia y entró
en el fondo del asunto. En la Sentencia. dictada el 25
de marzo de 1992, el órgano jurisdicclonol estima acre­
ditados los siguientes puntos: que la finca propiedad
del actor es1á perfectamente delimitada por los cuatro
vientos; que lindando con el norte y el este de la finca
y sobre la misma. discurre un muro de piedra seca que
la separa del camino público; y que en la primavera de
1987. cuando el Ayuntamiento de Tlnajo acometió la
pavimentación del camino, invadió en una pequeña fran­
ja la cresta del muro. derribando la parte alta del mismo.
a la vista y sin oposición alguna del actor, impidiéndole
posteriormente que lo reconstruyera. La Sentencia esti­
ma que, dado que el Ayuntamiento actuó de buena fe.
se trata de un supuesto de accesión por construcción
extralimitada, que deberá discutirse y resolverse con arre­
glo a los especiales preceptos que determinan los dere­
chos y efectos que se derivan de la accesión (arts. 361
y ss. del Código Civil); se concluye. en consecuencia,
que ha de rechazarse el intento del dueño de recuperar
el inmueble mediante la acción reivindicatoria y que pro­
cede desestimar la demanda.

3. Contra dicha Sentencia se interpone recurso de
amparo. interesando su nulidad.

Entiende el demandante que la resolución impugnada
no resuelve ninguna de las pretensiones interpuestas
en la demanda. remitiéndole a un proceso posterior para
dilucidarlas. por una simple razón formal. como es la
de estimar inadecuada la acción reivindicatoria. A su
juicio. la Sentencia incurre en incongruencia omisiva.
vulnerando con ello su derecho a obtener la tutela judicial
efectiva. consagrado por el arto 24.1 C.E.

El demandante considera que. dado que en los fun­
damentos jurídicos de la Sentencia el órgano jurisdic­
cional admite que el actor ha acreditado el justo título
de dominio de la finca. que ésta se encuentra perfec-

tamente delimitada por los cuatro vientos y que lindando
por el norte y este pe la finca, y sobre la misma. d,scurre
un muro de piedra seca que la separa del camino pllblico.
debería haber efectuado los correspondientes pronun­
ciamientos. tal como solicitaba el actor. y no limitarse
a desestimar la demanda.

En cuanto a las peticiones que intG~'an la acción
reivindicatoria. el demandante mantiene que. dado que
el objeto del litigio quedaba acotado. de un lado. por
una demanda que afirmaba un derecho dominical lesio­
nado y pretendía una tutela judicial íntegra. eligiendo
el efeoto más radical que le ofrecían los preceptos civiles
que protegen el derecho de propiedad. y de otro lado,
por una oposición del demandado. que resistía la pre­
tensi6n del actor afirmando ostentar un derecho de pro­
piedad contradictorio y negando la lesión. el órgano juris­
diccional podía moverse de forma congruente dentro
de un campo normativo jurídicamente homogéneo. por
lo que debió dar una solución al conflicto. buscando
el efecto jurídico que. desde su posición de indepen­
dencia, estimara el más adecuado.

4. Mediante providencia de 14 de diciembre de
1992. la Sección Cuarta de este Tribunal acordó, de
conformidad con lo dispuesto en el arto 50.3 LOTC, con­
ceder al demandante de amparo y al Ministerio Fiscal
un' plazo común de diez días para que formulasen las
alegaciones que estimasen pertinentes en relación con
la carencia manifiesta de con1enido constitucional de
la demanda.

A) El demandante de amparo evacuó el trámite de
alegaciones mediante escrito registrado en este Tribunal
el 7 de enero de 1993. En dicho escrito. tras manifestar
su disconformidad con la providencia de 14 de diciembre
de 1992. reitera su alegación de que la Sentencia impug­
nada vulnera su derecho a la tutela judicial efectiva.

A este respecto afirma. en primer lugar, que la reso­
lución desestima íntegramente sus pretensiones, dejan­
do el fondo sustancialmente imprejuzgado y remitiéndole
a otro proceso. pese a haber declarado acreditados los
hechos en que se basan tanto la acción declarativa de
dominio como la de deslinde; en su opinión. esto cons­
tituye una vulneración del derecho a la tutela efectiva.
En cuanto a la negativa de declarar el efecto jurídico
reivindicatorio pedido. remitiendo a otro juicio en que
se plantee la pretensión bajo un fundamento jurídico
distinto, supone incongruencia omisiva. ya que el órgano
jurisdiccional debió fallar. eligiendo una de las dos opcio­
nes que le ofrece el marco normativo de la accesión,
en el que él mismo se sitúa; en efecto. la resoluciqn
impugnada supone, en opinión del recurrente, una inter­
pretación rigorista de los arts. 359 y 361 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil (L.E.C.). ya que. no consideran¡j,o sub­
sumibles los hechos de la demanda en el supuesto fác­
tico de la norma cuyo efecto jurídico pretende el actor.
sino en otra que produce una consecuencia jurídica dis­
tin' >. en lugar de utilizar un criterio interpretativo de
la congruencia más flexible y acorde con el principio
constitucional de tutela efectiva y de prohibición de non
tiquet y fallar aplicando la norma que. aunque no haya
sido directamente invocada por las partes. ofrece una
solución al problema razonablemente comprendida entre
lo pretendido y lo resistido. 50 limita a remitir al actor
a otro proceso. lo que constituyma clara «denegación
técnica de justicia».

B) Mediante escrito registrad" en este Tribunal el
13 de enero de 1993. el Ministerio Fiscal presentó sus
alegaciones, interesando la inadmisión del recurso de
amparo. En dicho escrito se mantiene que la Sentencia
impugnada es plenamente congruente con las preten­
siones deducidas por el actor y que el demandante con­
funde la denegación con la falta de contestación. La
Sentencia. con base en unos presupuestos que admite



BOE núm. 197. Suplemento Jueves 18 agosto 1994 65

y acepta, llega a unas conclusiones distintas de las del
demandante, pero esta discordancia o diferencia no sig­
nifica falta de contestación, sino contestación discrepan­
te .o distinta. El Ministerio Fiscal afirma que el órgano
JUrisdiccional demega las consecuencias jurídicas pre­
tendidas por el actor porque entiende que no se trata
de un problema de acción reivindicatoria, sino .de acce­
sión invertida o extralimitación en la construcción: la
acción procesal para hacer efectiva la accesión es dis­
tinta a la acción procesal para hacer efectiva la acción
reivindicatoria y por ello exige unos presupuestos pro­
cesales diferentes. La acción ejercitada no puede pros­
perar porque no es la adecuada a la naturaleza y finalidad
de la pretensión deducida.

5. Mediante providencia de 1 de febrero de 1993,
la Sección acordó admitir a trámite la demanda, por lo
que. en Vlrtl!d de lo dlsf?~esto en el arto 51 LOTC. dirigió
c?mumcaclon a la SecclOn Segunda de la Audiencia Pro­
VinCial de Las Palmas y al Juzgado de Primera Instancia
núm. 3 de Arrecife de Lanzarote para que remitieran
certificación o fotocopia adverada de las actuaciones
correspondientes ¡~l rol!o de apelación núm. 545/90 y
al JUICIO de cogmclon numo 197/89. emplazando a quie­
ne,s hubieran sido parte en dicho procedimiento, a excep­
clan del solicitante de amparo, para que pudieran com­
parecer en este proceso constitucional.

6. La Sección. por providencia de 4 de marzo de
1993•. acordó tener por personado y parte en el pro­
cedimiento al Procurador de los Tribunales don José
Carlos Caballero Ballesteros. en nombre y representación
del Ayuntamiento de Tinaja. que así lo había solicitado
en escrito presentado el 25 de febrero de 1993 así
como. de conformidad con lo previsto en el arto 52.1
LOTC. dar vista de las actuaciones a las partes perso­
nadas y al Ministerio Fiscal. concediéndoles un. plazo
común de veinte días para que presentasen las alega­
ciones que estimasen pertinentes.

7. La representación procesal del recurrente
mediante escrito registrado con fecha 31 de marzo dé
1993. formuló alegaciones. reiterando lo mantenido en
la demanda y completando y precisando algunos extre­
mos de la misma.

8. Mediante escrito presentado el 31 de marzo de
19~3, expuso su pOSIClon el Ayuntamiento de Tinaja,
solicitando que se dictara Sentencia en que se declare
la total aqecuación de la resolución impugnada a la
Constltuclon.
. En dicho escrito se alega, en primer lugar, que el prin­

CipiO de /Ura novit curia. implícitamente invocado por el
demandante en amparo, queda subordinado a otros más
esenciales, como son el respeto a la congruencia entre
lo pe<jj.do y lo concedido. la imposibilidad de que el juz­
gador altere por su cuenta la causa petendi y la necesidad
de evitar la indefensión mediante el respeto a ultranza
de los principios de contradicción y de audiencia.

En segundo término. mantiene esta parte que la Sen­
tencl~ l;lS congruente. porque no se produce falta de pro­
nunCiamientos sobre aspectos en que debió haberlos. En
este sentido se señala que las interpelaciones contenidas
en el suplico de la demanda están todas ellas enfocadas
a la luz de una simple acción reivindicatoria. de suerte
que acoger cualquiera de ellas habría significado una esti­
mación parcial de una causa petendi que se califica de
Inadecuada. Además. de haberse acogido la tesis del
demandante, se habría incurrido en incongruencia. ya que,
desde el momento en que la causa de pedir y la acción
correlativa se engarzan en el instituto de la accesión el
pronunciamiento judicial estimatorio habría de incluir u~as
condenas que no habrían sido recogidas, ni siquiera implí­
citamente, en el petiturh de la demanda.

Por último. se resalta que la alteración de la acción
ejercitada por el órgano jurisdiccional podría incluso signi-

ficar menoscabo del arto 24 C.E., al desviarse de los
términos en que se planteó el debate forense, vulnerando
el principio de contradicción en la medida en que alguno
de los litigantes p.odía. como consecuencia de ello, verse
privado de la posibilidad de hacer alegaciones y practicar
prueba sobre aspectos no suscitados en la fase expo­
sltlva.

9. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
24 de marzo de 1993. el Ministerio Fiscal formuló ale­
gaciones, interesando la desestimación del recurso. por
no vulnerar la Sentencia impugnada el derecho funda­
mental consagrado en el art. 24.1 C.E.

En dicho escrito se mantiene que la resolución impug­
nada contesta a todas las cuestiones debatidas en el
proceso y que únicamente difiere en la calificación del
supuesto de hecho que estima probado y, por ello, en
la determinación de la norma aplicable. Se afirma en
ella que se ha producido la invasión de la cresta del
muro de piedra por una pequeña franja del camino, pero
no se concluye de ello. como pretende el actor, con
el reconocimiento de que la propiedad de dicha franja
pertenece a éste, sino que se declara que, al haber sido
hecha dicha pavimentación de buena fe. la propiedad
corresponde al Ayuntamiento, en virtud del instituto jurí­
dico de la accesión· por extralimitación de la construc­
ción. No cabe. por tanto, la reivindicación de dicha franja,
al no ser este objeto propiedad del demandante, sino
del Ayuntamiento. El Ministerio Fiscal pone de manifiesto
que el órgano jurisdiccional resuelve que la acción ejer­
citada por el demandante en el proceso no puede pros­
perar porque su objeto -recuperar la franja de terreno
invadida por el Ayuntamiento. finalidad a la que tienden
todos los pedimentos de la demanda- no tiene realidad
jurídica. al haber dejado de ser de su propiedad dicho
terreno y por elló desestima la allción reivindicatoria.
Se trata de una discrepancia entre el actor y el Tribunal
de apelación que carece de dimensión constitucional.
al constituir un problema de mera legalidad.

10. Por providencia de 14 de julio de 1994. se seña­
ló para la deliberación y votación de la presente Sen­
tencia el día 18 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se formula contra
la Sentencia dictada, el 25 de marzo de 1992. por la
Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Las Pal­
mas; resolutoria del recurso de apelación planteado con­
tra la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 3 de Arrecife de Lanzarote. de 1 de. septiembre
de 1990, dictada en proceso de cognición sobre acción
reivindicatoria.

La queja del recurrente se basa en la vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva del art. 24.1 C.E.
por dos motivos. En primer lugar, sostiene que había
ejercitado en el proceso a quo varias pretensiones dife­
renciadas -una acción de deslinde. una acción decla­
rativa de dominio y una acción reivindicatoria- pero la
resol~ción impugnada no resuelve ninguna de ellas, por
estimar inadecuada la acción reivindicatoria; lo que entra­
ña una incongruencia omisiva prohibida por el arto 24.1
C.E. En segundo término, y partiendo de lo anterior. el
~em~ndante de amparo alega que la decisión del órgano
JudiCial por la que se desestima la acción reivindicatoria
y se remite la solución del caso planteado a un ulterior
juicio en que se plantee la pretensión bajo distinto fun­
damento jurídico, también ha vulnerado su derecho a
la tutela judicial efectiva, por incongruencia omisiva; pues
si la Audiencia estimaba que los hechos no eran sub­
sumibles en el supuesto de la norma invocada sino en
el de otra que produce una consecuencia distinta, exis-
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tiendo homogeneidad de la materia debia haber fallado
aplicando esta última, sin remitir al actor otro proceso.

2. Dado que en los dos motivos de la queja se alega
la vulneración del derecho reconocido en el art. 24.1
C.E. por haber incurrido la resolución judicial impugnada
en incongruencia omisiva, es preciso referirse previamen­
te. en lo que aquí importa. a la doctrina establecida por
este Tribunal desde la STC 20/1982 y que ha sido rei­
terada en numerosas decisiones posteriores (SSTC
144/1991. 161/1993 Y 4/1994. 112/1994 Y
122/1994. entre las más recientes).

En primer lugar, se ha declarado que el derecho a
la tutela judicial efectiva obliga a los órganos jurisdic­
cionales a resolver las pretensiones de las partes de
manera congruente con lo pedido, evitando desajustes
o desviaciones entre el fallo judicial y los términos en
que las partes formularon sus pretensiones; pues supone
una alteración del debate procesal y se atenta al principio
de contradicción si el órgano judicial concede más o
menos o cosa distinta de lo pedido por las partes (SSTC
20/1982, 161/1993 Y 122/1994). De manera que el
juicio de congruencia de la resolución judicial requiere
ineludiblemente la confrontación entre su parte dispo­
sitiva y el objeto del proceso, delimitado en atención
a sus elementbs subjetivos, las partes, y objetivos, la
causa petendi y el petitum (SSTC 144/1991, fundamen­
to jurídico 2.0

, 160/1993, fundamento jurídico 3.0 y
122/1994, fundamento jurídico 2.0

).

En segundo término y dado que en el presente caso
se denuncia el vicio de incongruencia omisiva, ha de
recordarse que ésta se produce cuando el órgano judicial
deja sin respuesta lo pretendido por las partes, salvo
que el silencio de la resolución pueda razonablemente
ser interpretado COIflO desestimación tácita, tras pon­
derar las circunstancias concurrentes en cada caso

• (SSTC 175/1990, 198/1990, 163/1992 Y 226/1992).
Y tampoco se produce la incongruencia omisiva pro­
hibida por el art. 24.1 C.E. cuando la falta de respuesta
judicial se refiera a pretensiones cuyo examen venga
subordinado a la decisión que se adopta respecto a otras
pretensiones planteadas en el proceso y que, por ser
de enjuiciamiento preferente, determinen que su esti­
mación haga innecesario o improcedente pronunciarse
sobre éstas (STC 4/1994, fundamento jurídico 2.0

).

Por último, también es procedente indicar en este
caso que la congruencia de la resolución judicial «es
plenamente compatible con el principio iura novit curia"
(STC 112/1994, fundamento jurídico 7.0

), ya que los
órganos jurisdiccionales no están obligados a ajustarse
en los razonamientos que les sirven para motivar sus
fallos a las alegaciones jurídicas aducidas por las partes
(SSTC .111/1991, 144/1991,59/1992 Y 88/1992),
pudiendo basar su decisión en otras normas distintas
si aprecian que son éstas las aplicables al caso; al igual
que pueden aplicar, ex officio judicis, las normas relativas
a los presupuestos procesales (SSTC 77/1986 y
61/1989). Pero es igualmente evidente que cuando el
órgano jurisdiccional aprecie que es otra la norml1 apli­
cable, ello no le permite en modo alguno modificar la
causa petendi y, a través de ella. alterar de oficio la
acción ejercitada (SSTC 166/1993 y 122/1994, con
referencia a las SSTC 211/1988, 144/1991 Y
43/1992); pues si tras haberse ejercitado una acción
y producido una defensa frente a ella el órgano judicial
estimase otra acción diferente, la resolución judicial se
habría dictado sin oportunidad de debate ni de defensa
sobre el punto en que ahora viene a situar el juzgador
el thema decidendi (STC 20/1982), vulnerando el prin­
cipio de contradicción en el proceso.

3. A la luz de esta doctrina han de examinarse sepa­
radamente los motivos en los que se articula la queja
del recurrente de amparo, a cuyo fin es preciso indicar
lo esencial de sus alegaciones y examinar su proce­
dencia.

A) En cuanto al primero de los motivos, el recurrente
reprocha a la Sentencia de la Sección Segunda de la
Audiencia Provincial de Las Palmas de Gran Canaria no
haber dado respuesta a las varias peticiones diferencia­
das contenidas en su demanda. Sin embargo, de la reso­
lución judicial impugnada claramente se desprende que
el órgano judicial apreció que el hoy recurrente de ampa­
ro ejercitaba como principal una pretensión reivindica­
toria, para obtener una Sentencia en la que se condenase
al Ayuntamiento de Tinaja a la devolución de la franja
de terreno de la finca del entonces demandante -que
se alegaba en el proceso a quo que fue invadida al asfal­
tar dicha Corporación Municipal el camino colindante-,
reintegrándola a su estado anterior. De manera que las
declaraciones que previamente se habían solicitado en
la demanda y relativas a la propiedad de la finca, a los
linderos de la misma, a la situación del muro y a la
mala fe en la actuación del Ayuntamiento mencionado,
sólo constituían presupuestos necesarios para la preten­
sión reivindicatoria que a título principal se ejercitaba
en el proceso. Y de f'brma coherente con este plantea­
miento, la resolución impugnada, tras examinar las cues­
tiones previas antes indicadas en sus fundamentos jurí­
dicos 4. 0 y 5. 0

, se limitó en el fallo a resolver sobre
la pretensión principal que constituía el objeto del pro­
ceso, la acción reivindicatoria ejercitada, desestimándola
por no ser la adecuada para que el demandante pudiera
recuperar, en su caso, la franja de terreno de la finca.

Es indudable, de un lado. queel demandante de ampa­
ro ha recibido del órgano jurisdiccional una respuesta
fundada en Derecho, aunque la misma no fuera favorable
para la pretensión formulada (SSTC 133/1989 y
187/1990, entre otras muchas), en la que se analizan
tanto la pretensión principal del actor como la concurren­
cia de sus presupuestos y otras circunstancias, como
la buena o. mala fe de la Corporación Municipal. De otro
lado, y en lo que aquí especialmente importa, que si
en el ejercicio de la función jurisdiccional que le corres­
ponde exclusivamente (art. 117.3 C.E.) la Sección Segun­
da de la Audiencia Provincial de las Palmas de Gran
Canaria estimó que en los supuestos de accesión inver­
tida o «por construcciones extralimitadas» no cabe qúe
el propietario de la finca recupere la propiedad mediante
la acción reivindicatoria, lo que le condujo a la deses­
timación de la demanda, es evidente que e,l pronuncia­
miento del fallo es enteramente congruente con la pre­
tensión ejercitada en el proceso y a la que se opuso
el Ayuntamiento demandado, que no era otra que la
de reivindicar la propiedad de la franja de terreno de
la finca. De manera que la adopción de esta decisión
excluía lógicamente que la Audiencia Provincial entrase
a examinar las restantes peticiones del actor, subordi­
nadas a la principal que se desestimaba (STC 4/1994).
Siendo de observar al respecto que si el órgano judicial
encuadró los hechos en el supuesto de accesión inver­
tida, lo hizo en el ejercicio de su exclusiva facultad de
seleccionar o determinar la norma aplicable, aun cuando
ésta no haya sido invocada por las partes iura novit curia;
lo que no entraña en modo alguno incongruencia extra
petita (STC 112/1994), frente a lo alegado por el
recurrente. Por lo que ha de estimarse que la resolución
judicial aquí impugnada no ha incurrido en la incongruen­
cia omisiva que prohibe el arto 24.1 C.E.
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Bl A igual resultado ha de llegarse en lo que res-
pecta al segundo motivo en que se articula la queja.
en el que también se alega la incongruencia omisiva
de la resolución impugnada ya que. a juicio del recurren­
te. la Audiencia Provincial. tras haber estimado que se
trataba de un supuesto de accesión invertida y que no
era procedente la acción reivindicatoria. debería haber
fallado aplicando las normas que rigen la primera. dada
la homogeneidad de los supuestos. resolviendo así defi­
nitivamente el litigio en lugar de remitir al actor a un
nuevo proceso.

En efecto. para rechazar la queja basta considerar.
de conformidad con la doctrina de este Tribunal expuesta
anteriormente. que si el órgano jurisdiccional estimó que
se trataba de un supuesto de accesión invertida o .«cons­
trucción extralimitada» Y. consiguientemente. que no era
procedente la acción reivindicatoria ejercitada por el
recurrente. la conclusión a la que había llegado la Audien­
cia Provincial no le permitía en modo alguno alterar el
objeto del proceso Y. de oficio. modificar la acción ejer­
citada. resolviendo sobre la misma. Pues en tal caso
es indudable que la resolución judicial habría incurrido
precisamente en la incongruencia omisiva que ahora se
denuncia. al haberse dictado «sin oportunidad de debate.
ni defensa. sobre las nuevas posiciones en que el órgano
judicial sitúa el thema decidendh> (SSTC 161/1993 Y
12~/1994l. Y se habría producido. pues. una vulnera­
ción del principio de contradicción. por haber modificado
de oficio el órgano jurisdiccional los términos en los que
discurrió la controversia procesal en el presente caso.

En definitiva. ha de estimarse que el fallo de la reso­
lución judicial aquí impugnada se ajustó estrictamente
a los términos del debate al desestimar la acción rei­
vindicatoria ejercitada. sin entrar a resolver sobre el
supuesto de accesión invertida que condujo a la deses­
timación de la demanda; y. por tanto. que dicho fallo
es enteramente congruente con el objeto del proceso.
Por lo que no ha existido en modo alguno la vulneración
del art. 24.1 C.E. denunciada por el demandante de
amparo en este segundo motivo del recurso.

4. De todo ello se concluye que la Sentencia de
ra Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Las
Palmas. de 25 de marzo de 1992. que. resolviendo el
recurso de apelación planteado contra la Sentencia del
Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Arrecife de
Lanzarote de 1 de septiembre de 1990. desestima la
acción reivindicatoria interpuesta por el demandante. no
ha conculcado el derecho fundamental del recurrente
a la tutela judicial efectiva. consagrado por el arto 24.1
C.E.. lo que determina la procedencia de desestimar el
presente recurso de amparo..

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Francisco Díaz
Villalba.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dieciocho de julio de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz EimiL-José Gabaldón López.-Julio Diego González
Campos y Caries Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

19049 Sala Segunda. Sentencia 223/1994. de 18
de julio de 1994. Recurso de amparo
2.580/1992. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del TS.J. de
Cataluña. desestimatoria del recurso conten­
cioso-administrativo Interpuesto contra la
Resolución del Departamento de Comercio.
Consumo y Turismo de la Generalidad de Cata­
luña. desestimatoria del recurso de alzada for­
mulado contra las liquidaciones por cuota cor­
porativa de las Cámaras Oficiales de Comer­
cio. Industria y Navegación de Barcelona. ejer­
cicios 1985. 1986. 1987y 1988. Vulneración
del derecho de asociación: incluye el derecho
a no asociarse.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente. don Euge­
nio Díaz Eimil. don José Gabaldón López. don Julio Diego
González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer. Magis-
trados. ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.580/92. interpuesto
.por las entidad «KENCI. S.A.». representada por el Pro­
curador don José Luis Ortiz-Cañavate y Puig Mauri. con­
tra la Sentencia de la Sección Primera de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Cataluña. de 15 de septiembre de 1992.
en el recurso 1.517/90. desestimatoria del recurso con­
tencioso-administrativo interpuesto contra la Resolución

• del Departamento de Comercio. Consumo y Turismo de
la Generalidad de Cataluña. de 18 de septiembre de
1990. sobre liquidación de las Cámaras Oficiales de
Comercio Industria y Navegación de Barcelona. Han com­
parecido y formulado alegaciones la Generalidad de Cata­
luña. representada por la Letrada doña Rosa María Díaz
Petit. la Cámara Oficial de Comercio e Industria y Nave­
gación de Barcelona representada por el Procurador don
José de Murga Rodríguez. el Consejo Superior de Cáma­
ras Oficiales de Comercio. Industria y Navegación de
España representado por la Procuradora doña María Pilar
de los Santos Holgado y el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer. quien
expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro General de
este Tribunal el día 27 de octubre de 1992. don José
Luis Ortiz-Cañavate y Puig Mauri. Procurador de los Tri­
bunales y de la compañía mercantil «KENCI. S.A.». inter­
puso recurso de amparo contra la Sentencia dictada por
la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña
de 15 de septiembre de 1992. en el recurso núm.
1.517/90. que desestimó el recurso contencioso for­
mulado contra la Resolución del Departamento de
Comercio. Consumo y Turismo de la Generalidad de Cata­
luña. de 18 de septiembre de 1990. desestimatoria del
recurso de alzada formulado contra las liquidaciones por
cuota corporativa de las Cámaras Oficiales de Comercio.
Industria y Navegación de Barcelona. ejercicios 1985.
1986. 1987 y 1988.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
de amparo son. en síntesis. los siguientes:


